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      PREFACIO



      María Amparo Casar e Ignacio Marván


       


      Reformar sin mayorías es producto de una investigación colectiva realizada con el objetivo general de analizar los cambios constitucionales que han tenido lugar en México desde que su política se ha desarrollado bajo gobiernos sin mayoría en el Congreso.


      En el contexto de un debate público en el que ha prevalecido la idea de que la ausencia de mayoría en el Congreso provocó la parálisis o, en el mejor de los casos, la producción de reformas constitucionales insustanciales, nos propusimos investigar sistemáticamente el número de reformas constitucionales aprobadas durante las cinco legislaturas que cubren el periodo 1997-2012, los temas que abordaron, la orientación, el contenido y la profundidad de las mismas, así como las coaliciones parlamentarias formadas para su aprobación.


      Gracias al apoyo del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD-México) los coordinadores de este libro pusimos en marcha el proyecto “Pluralismo y Reformas constitucionales en México: 1997-2012”. La primera tarea consistió en hacer una revisión exhaustiva de la Gaceta Parlamentaria tanto de la Cámara de Diputados como del Senado para recopilar la información relativa a todas las iniciativas de reforma constitucional presentadas en ambas cámaras en las cinco legislaturas: los textos respectivos, los dictámenes, las votaciones de las que fueron presentadas ante el pleno y los sesenta y nueve decretos que finalmente fueron aprobados y publicados. Después de revisar esta información agrupamos los decretos de reforma o adición a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en seis grandes temas que dan cuenta de la totalidad de los cambios constitucionales en el periodo: derechos fundamentales, seguridad, procuración e impartición de justicia, sistema electoral y de partidos, equilibrio de poderes, federalismo y rendición de cuentas. Con esta información sistematizada en un banco de datos, invitamos a un conjunto de investigadores especializados en el campo del análisis político-constitucional a realizar el estudio de cada uno de los temas y a discutir sus hallazgos en un seminario (el cual tuvo lugar en abril de 2012 en las instalaciones del Centro de Investigación y Docencia Económicas). Los trabajos que ahí se discutieron fueron revisados y son los que integran el presente libro.


      Reformar sin mayorías está integrado por ocho capítulos. En el primero, María Amparo Casar e Ignacio Marván (coordinadores de este libro) abordan el estudio del conjunto de las reformas constitucionales aprobadas durante dicho periodo. Para ubicar mejor el periodo en estudio, el capítulo ofrece una perspectiva comparada tanto de las tendencias del reformismo constitucional en otros países como de la historia de las reformas a la Constitución mexicana entre 1917 y 1997. A partir de esta perspectiva los autores presentan un análisis cuantitativo y cualitativo de las reformas destacando el número y frecuencia de las mismas, las coaliciones políticas que las hicieron posibles, la evolución en las temáticas abordadas y los alcances y limitaciones que tuvieron cada una de ellas.


      En virtud del número e importancia de las enmiendas constitucionales en materia de derechos humanos, se optó por presentar dos capítulos sobre el tema (II y III). A Francisca Pou le correspondió el segundo capítulo, en el cual traza un mapa general del conjunto de los derechos humanos tanto individuales como sociales o colectivos que fueron materia de reformas, plantea los patrones adoptados y expone tanto las causas de las reformas como sus posibles consecuencias. En el tercer capítulo, Miguel Carbonell centra la atención en tres reformas: el derecho a la información, el establecimiento de un nuevo sistema de justicia penal y el nuevo paradigma de derechos humanos adoptado al incorporarse a la Constitución los tratados internacionales de la materia. Estrechamente vinculado al tema de los derechos, José Antonio Caballero aborda en el cuarto capítulo el tema de seguridad, procuración e impartición de justicia, analizando los cambios constitucionales relativos a la reorganización de las instituciones encargadas de impartir justicia y, en particular, el nuevo sistema de justicia penal.


      En el capítulo quinto, Lorenzo Córdova examina los cambios en el sistema electoral y de partidos. A partir de una revisión sintética de los contenidos y el impacto de la reforma electoral de 1996, revisa los ajustes que desde entonces han tenido lugar en el modelo de comunicación política, el financiamiento y fiscalización de los partidos políticos, la equidad de género y, en 2012, el establecimiento de instituciones de democracia directa (iniciativa ciudadana y consulta popular), así como el reconocimiento del derecho de los ciudadanos a presentarse como candidatos a cargos de elección popular sin ser postulados por un partido político.


      Por su parte, Eric Magar estudia en el sexto capítulo los cambios introducidos en relación con la división y equilibrio de poderes. Tras resaltar la estabilidad que ha existido en este campo, confirma el apego de las fuerzas políticas al sistema presidencial, revisa las transformaciones más importantes tales como las nuevas reglas de discusión y aprobación del proceso presupuestal, la creación de la Auditoría Superior de la Federación o la introducción de la figura de iniciativa legislativa preferente del Ejecutivo que otorga al Presidente un mayor poder de agenda.


      El séptimo capítulo está dedicado al análisis de los numerosos y complejos cambios que se realizaron durante el periodo en materia de distribución de competencias legislativas entre la federación y los estados. En éste, José María Serna muestra cómo el esquema tradicional en el que las competencias implícitas corresponden a los estados y las expresas a la federación, ha sido acompañado de otras modalidades de distribución, como son las nuevas competencias concurrentes, compartidas y coordinadas o el establecimiento de bases o criterios que los estados deben respetar al legislar sobre diferentes materias.


      Finalmente, en el capítulo octavo, Sergio López Ayllón sistematiza las distintas reformas constitucionales en materia de rendición de cuentas que entre 1997 y 2012 modificaron sustancialmente el régimen jurídico de la información, la transparencia, la fiscalización, la contabilidad gubernamental, la evaluación y el manejo de los recursos públicos.


      Los resultados de esta investigación refutan la tesis de que durante los años de gobiernos sin mayoría México haya caído en una parálisis legislativa producto de la imposibilidad de llegar a acuerdos, dejando en claro que la frecuencia y el número de reformas a la Constitución mexicana no son tan excepcionales cuando se les compara con las de otras latitudes, que la política del cambio constitucional ha sido fruto de la colaboración entre las principales fuerzas políticas del país y que, de ninguna manera, los cambios negociados durante estos últimos quince años pueden calificarse como insignificantes o triviales. Por el contrario, los estudios que forman parte de este libro muestran que las reformas, sobre todo en aspectos como los derechos humanos, el sistema penal o la rendición de cuentas, modificaron en forma significativa el régimen constitucional de México. Otra cosa es, desgraciadamente, que los profundos cambios constitucionales muchas veces queden solamente en el papel.


       


      Ciudad de México, noviembre de 2013
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      PLURALISMO Y REFORMAS CONSTITUCIONALES EN MÉXICO: 1997-2012


      María Amparo Casar Ignacio Marván[*]


       


      INTRODUCCIÓN


       


      En el debate sobre las reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), han prevalecido dos generalizaciones: a) México destaca por el número y la frecuencia de reformas a la Constitución y; b) la facilidad para reformar la Constitución en el siglo XX producto de la hegemonía y el predominio de una sola fuerza política que hacía posible adormecer la división de poderes y el sistema de pesos y contrapesos, y flexibilizar una Constitución formalmente rígida. De hecho, la capacidad de reformar la Constitución fue prácticamente considerada como una de las famosas facultades “meta constitucionales” del Ejecutivo por medio de la cual el Presidente en turno fijaba su “programa político sexenal” y dejaba su “impronta” en la Constitución.[1] No obstante, la evidencia recogida en la presente investigación demuestra que estas posiciones no corresponden a la realidad.


      Una revisión de lo ocurrido en el conjunto de los países democráticos, al menos en los últimos 30 años, revela que las constituciones que no han sufrido reformas como la de Estados Unidos, España o, relativamente, la de Argentina en el ámbito latinoamericano, han sido la excepción. La regla en la mayoría de los países ha sido más bien la de frecuentes enmiendas a la constitución, sin considerar a aquellos que por diferentes razones en las últimas dos o tres décadas se han dado nuevas constituciones.


      Por lo que se refiere al caso mexicano, la realidad es que el número y la frecuencia de las enmiendas o adiciones a la Constitución no sólo no se detuvieron con la ausencia de mayoría de una sola fuerza política, sino que aumentó significativamente a partir de 1997. Conviene destacar que la frecuencia de las reformas a la Constitución en México se incrementó notablemente a partir de 1982, pues de los 206 decretos de reforma constitucional que fueron promulgados en los 95 años comprendidos entre 1917 y 2012, 98 decretos (48 por ciento) se llevaron a cabo antes de 1982, mientras que 108 (52 por ciento) fueron promulgados entre 1982 y 2012.


      Lo más notable, para el objetivo del presente estudio, es que de estos últimos, 39 correspondieron al periodo 1982-1997 y 69 fueron promulgados entre 1997 y 2012, justamente durante la época del gobierno dividido.[2]


      En este sentido, puede afirmarse que, ni las frecuentes reformas a la Constitución mexicana son una rareza en el mundo de los gobiernos constitucionales, ni mucho menos el incremento de la pluralidad y la aparición de gobiernos sin mayoría en México han significado el fin del reformismo constitucional o la parálisis legislativa que muchos asumen.


      En esta investigación, se documenta y analiza el conjunto de reformas a la Constitución aprobadas por las legislaturas LVII-LXI, y que corresponden, precisamente, a las cinco legislaturas de gobiernos sin mayoría en México (1997-2012). En la primera sección, se sitúa el fenómeno de frecuencia de las reformas constitucionales en un contexto comparado básico. Para ello, se presenta una revisión de los principales resultados de la investigación sobre el tema y se destacan las similitudes y diferencias con lo que se conoce como “el nuevo constitucionalismo latinoamericano”. En la segunda, se presentan las reformas a la CPEUM de 1920 a 1997 con el fin de dar cuenta de manera sucinta de la temática, el ritmo y la frecuencia de las enmiendas o adiciones a la Constitución de acuerdo con el nivel de pluralidad presente en el Congreso y, posteriormente, brindar un punto de comparación con lo ocurrido durante la época en la que no ha habido mayoría absoluta de ningún partido en el mismo y en la que la realidad política de los congresos estatales, que participan en este proceso de reforma, también ha sido plural. En la tercera sección, se documenta la evolución, contenido y sentido del reformismo en los años de los gobiernos sin mayoría y, a partir de ello, se cuestiona la tesis de que la ampliación de la representación y la aparición de los gobiernos sin mayoría han tenido como consecuencia la falta de acuerdos y la imposibilidad de formar coaliciones para la aprobación de reformas a la Constitución.


      El texto concluye con dos reflexiones: la primera, sobre el papel y el peso político del Presidente y su partido en las reformas efectuadas antes y después del surgimiento de los gobiernos divididos, y, la segunda, con el análisis de los factores políticos que nos permiten explicar la frecuencia, los contenidos y el posible impacto o trascendencia de las reformas constitucionales realizadas en los últimos 15 años.


      I. TENDENCIAS ACTUALES EN EL ESTUDIO SOBRE LAS REFORMAS CONSTITUCIONALES Y EL NUEVO CONSTITUCIONALISMO LATINOAMERICANO


      Los fenómenos a la luz de la elaboración de nuevas constituciones y de la frecuencia con la que se realizan enmiendas en diferentes países democráticos, han abierto un amplio campo de investigación. Dado que la adopción de nuevas constituciones supone fenómenos como crisis políticas profundas o cambios mayores de régimen que llevan a la realización de una asamblea constituyente y a la aprobación de una nueva constitución, que no es el caso de México, en el presente trabajo el análisis se centra en las reformas o enmiendas a la Constitución vigente.


      A pesar de que los requisitos de reforma constitucional son más complejos y prolongados que los de la legislación ordinaria, las reformas son relativamente frecuentes, y como lo muestra la investigación empírica mencionada, “de las doscientas constituciones vigentes al comienzo del siglo XXI, más de la mitad han sido renovadas o reformadas en forma sustancial en las tres décadas anteriores”;[3] o, de acuerdo con la investigación realizada por Astrid Lorenz, en el periodo 1993-2002, hubo reformas constitucionales en 32 de las 39 democracias estables estudiadas, y “en promedio se realizaron 5.8 reformas por año y país”.[4] Cabe destacar que en el caso mexicano, como se analiza más adelante, en los 30 años transcurridos entre 1982 y 2012, el promedio anual de decretos de reforma constitucional promulgados fue de 3.6.


      En el campo de los estudiosos del derecho, el tema de las reformas a la Constitución ha sido un problema clásico de la teoría de la constitución. El cual se planteó prácticamente desde la formulación de las constituciones escritas, como podemos observarlo en los debates sobre la Sección V de la Constitución de los Estados Unidos relativos al procedimiento de reforma a la constitución de Filadelfia.[5] Entre los grandes juristas que han tratado el tema, destacan George Jellinek, Carré de Malberg, Hans Kelsen, Karl Schmitt y Luis Recasens Siches,[6] quienes entre 1906 y 1945 publicaron sus aportaciones al respecto, sentando las bases esenciales de la teoría jurídica de las reformas a la constitución.


      Desde entonces las preocupaciones esenciales han sido, en primer lugar, la distinción entre el poder constituyente, relativo a la potestad propia de la soberanía de un pueblo de darse una constitución y el poder u órgano reformador de la constitución, considerado un poder constituido, establecido en la constitución como una previsión para reformarla, que lógica y cronológicamente es posterior al poder constituyente. Las reformas son consideradas necesarias tanto para corregir posibles errores o efectos no deseados, hasta como un medio para poder adecuar la constitución a un entorno cambiante. Los mecanismos de cambio pueden ser la interpretación constitucional por parte de las cortes, la llamada “mutación constitucional” que, a grandes rasgos, consiste en un cambio de interpretación de un determinado precepto constitucional que no pasa por las cortes, pero que no violenta el orden constitucional, y la reforma a la constitución derivada de un procedimiento específico establecido en la misma constitución por lo general, pero no en todos los casos, más complejo que el proceso de aprobación de la legislación ordinaria. Aunado a ello, está la controversia histórica en torno a las competencias limitadas o ilimitadas del poder reformador o revisor para modificar una constitución.


      En México, desde la perspectiva del Derecho, han tratado el tema del cambio constitucional destacados autores como Felipe Tena Ramírez, Mario de la Cueva, Ulises Schmill Ordóñez, Héctor Fix-Zamudio, Jorge Carpizo y Diego Valadés.[7] En el campo de la teoría de la constitución, con posiciones encontradas destacan De la Cueva y Schmill. El primero, siguiendo a Schmitt, sostiene que las reformas a la constitución tienen límites políticos; el segundo, siguiendo a Kelsen, afirma que el órgano reformador no tiene límites jurídicos excepto cuando expresamente son definidos por el constituyente, como ejemplo de ello están los casos de la constitución alemana de 1949, la italiana de 1947 y la de Francia de 1958, en las que se prohíbe la reforma de determinadas cláusulas.[8] Por su parte, Tena Ramírez abordó sólo de manera tangencial el tema de las reformas, pero resulta importante mencionarlo porque fue él quien acuñó el término de “el constituyente permanente”, para referirse al órgano reformador de la constitución, ampliamente utilizado por algunos juristas y por la mayoría de los políticos, aun cuando se trata de una expresión que raya en lo absurdo y sólo refleja confusión, pues omite, sin más, la diferencia sustancial entre poder constituyente y poder constituido.


      Centrados más en el tema de esta investigación, Valadés, en 1987, y Carpizo, en 2011, han dado cuenta de las reformas realizadas a la CPEUM a partir de 1917. Valadés hizo un análisis histórico-jurídico, organizado de acuerdo con los títulos en que se divide la Constitución, de cada uno de los artículos reformados hasta el año en que fue publicada su investigación. A pesar de que carece de una visión conjunta, resulta un trabajo útil para entender en qué contexto y en qué consistieron exactamente las numerosas reformas hasta entonces efectuadas. Por su parte, Carpizo, en una de sus últimas investigaciones publicadas, mostró con datos cómo la Constitución mexicana a pesar de ser formalmente rígida ha sido flexible a lo largo del tiempo, cuantificó el número de decretos de reforma y el número de artículos, las veces que ha sido reformado cada uno y los ordenó por sexenio presidencial. Adicionalmente, este autor proporciona el relevante dato de que entre 1921 y 2011, con las sucesivas reformas, la Constitución mexicana pasó de tener 21,381 palabras a 52,556,[9] lo cual es un elemento indicativo de que las reformas fueron incrementando su nivel de detalle. Sin embargo, conviene señalar que tampoco en este caso México es una excepción. En comparación con la Constitución de Estados Unidos que tiene 7,400, la CPEUM sí es muy extensa, pero si se compara con la de la India que en 1995 tenía 95,000, no lo es tanto. Antes de 1997, la Constitución mexicana tenía un número de palabras similar a la de Suecia, 40,600 y 40,800 respectivamente, aunque ambas, ciertamente, estaban por encima del promedio de número de palabras de las 30 constituciones analizadas por Donald S. Lutz en 1995.[10]


      La Ciencia Política, a partir de este estudio seminal de Lutz, en el cual analizó empíricamente las reformas a las constituciones de los Estados de la Unión Americana y utilizó sus hallazgos para analizar el cambio constitucional de 30 países, ha desarrollado ampliamente la investigación comparada que busca explicar el cambio constitucional con base en el análisis empírico e institucional, intentando responder ciertas preguntas: ¿cómo se hacen las constituciones?, ¿por qué duran?, ¿por qué son reemplazadas?, ¿cómo y por qué se reforman unas más que otras? En la revisión realizada por John Ferejohn sobre los alcances y limitaciones de este campo de estudio, éste planteó dos premisas que consideramos básicas para el análisis del cambio constitucional. Primero, señaló que entender qué tan cambiable es una constitución forma parte de la tensión siempre existente entre democracia y constitucionalismo; y, segundo, a partir de la concepción desarrollada por Hart sobre el derecho como un conjunto de compromisos estabilizadores en un mundo cambiante, Ferejohn mencionó que un sistema legal es una colección de normas que sirve al importante propósito de asegurar la paz social y permitir de manera ordenada la transacción y el cambio.[11]


      Por reformas o enmiendas constitucionales comúnmente se entiende el conjunto de decisiones formales sobre un cambio o cambios de contenido de las constituciones y son concebidas como “resultado de procesos multidimensionales que reflejan intereses políticos y que dependen de las mayorías legislativas del parlamento”.[12]


      Si bien resulta significativo el desarrollo que ha tenido este campo de estudio en los últimos años, sus resultados aún no son concluyentes. Como lo señala Tom Ginsburg, en un estudio sintético sobre el tema: los académicos han sido mucho mejores en generar hipótesis relativas a los resultados de un proceso constituyente que a probarlas.[13]


      Sin embargo, en el tema de la flexibilidad o rigidez de las constituciones sí hay algunos hallazgos empíricos que consideramos valiosos para nuestro caso de estudio. Las pruebas estadísticas de la información recopilada en las 39 democracias que estudió Lorenz mostraron, por ejemplo, que: 1) hay menos reformas constitucionales en Estados unitarios que en Estados federales; 2) la frecuencia de reformas constitucionales es menor si un partido tiene más de 50 por ciento de los asientos del parlamento, y 3) existe una relación positiva entre el número efectivo de partidos en el parlamento y la frecuencia de las reformas constitucionales.[14] En una perspectiva similar, Gabriel Negretto, en su análisis de 18 países latinoamericanos entre 1946 y 2008, en el que abarcó 46 constituciones, mostró que, en lo referente sólo a reformas, las tasas de frecuencia de las reformas tienden a aumentar cuando las constituciones son más largas y detalladas y que, si bien el incremento en el número efectivo de partidos implica que hay más intereses representados en el sistema político y tiende a aumentar la demanda de reformas, la interacción entre el número de partidos y los procedimientos formales de reforma constitucional determina de facto la capacidad de los actores políticos de usar estos mecanismos de cambio.[15]


      En una revisión crítica del estado de la investigación sobre enmiendas a una constitución, Rasch y Congleton llegaron a conclusiones que son relevantes para el estudio del caso mexicano. Primero, que la frecuencia de las reformas a una constitución no puede ser entendida tomando en cuenta sólo los procedimientos formales, sino que en el cambio se conjugan el factor tiempo y el contexto. Segundo, que como no todas las reformas constitucionales generan el mismo efecto en el desarrollo de los procesos políticos y de gobierno, no es posible tomar de manera simple el número de reformas constitucionales como signo de estabilidad o inestabilidad constitucional. Tercero, que para caracterizar la estabilidad de una constitución, el balance óptimo entre flexibilidad y rigidez no está resuelto.[16] En suma, como lo planteó Ferejohn en las conclusiones del trabajo antes citado, en el análisis de la política constitucional, tanto en lo general como en lo particular, no se puede ignorar el contexto en el que tienen lugar los argumentos, la persuasión y las negociaciones para el cambio a la constitución. Bajo este punto de vista, es necesario señalar que más allá de las diferencias en los procedimientos de discusión y aprobación, la política constitucional no es intrínsecamente diferente de la política ordinaria, ya que la vida democrática es política y, una constitución, no puede sustraerse a este hecho.[17]


      Por lo que se refiere particularmente a América Latina, la investigación de Nolte muestra que los factores institucionales que de facto hacen rígida a una constitución son algunos de los siguientes: el requisito de convocar a una asamblea constituyente, la prescripción de que una reforma constitucional sea aprobada por dos diferentes legislaturas, o la obligación de convocar a referéndum para aprobar la reforma. Por el contrario, si el proceso de reforma se concentra en una sola legislatura y se asemeja al proceso legislativo ordinario, la estadística muestra que se incrementa la frecuencia con la que es reformada la constitución.


      En el caso de México, la Constitución estipula que la reforma debe ser aprobada por dos tercios, no de los miembros, sino de los presentes en cada cámara al momento de la votación y que, además, debe ser aprobada por la mayoría de las legislaturas de los estados.[18] Sin embargo, los procesos legislativos de discusión y aprobación de las iniciativas de reforma constitucional se asemejan relativamente al ordinario, puede ser realizado en una sola legislatura, y el proceso de aprobación por las legislaturas, que potencialmente haría más difíciles las reformas constitucionales, no está reglamentado. La práctica ha sido que en cuanto llega la comunicación aprobatoria de la mitad más uno de los congresos locales, el decreto respectivo pasa al Ejecutivo para ser promulgado. Adicionalmente, hay que observar que los congresos de los estados en realidad están integrados y controlados por los partidos políticos con registro nacional, que son los mismos que previamente aprobaron en el Congreso de la Unión la reforma constitucional en cuestión. De esta forma, el requisito institucional de posible veto a la reforma por parte de los estados no ha resultado eficaz.


      1.1 El llamado “nuevo constitucionalismo latinoamericano”


      Antes de abordar el caso de México, conviene señalar la frecuencia y los principales temas de reforma constitucional que han estado presentes en América Latina durante las últimas décadas. En cuanto al número de constituciones y la frecuencia de reformas constitucionales, hay que destacar que del año 1900 a 2000 hubo en América Latina un promedio de 5.7 constituciones por país; únicamente Argentina, México y Colombia tuvieron dos o tres constituciones, mientras que los 15 países restantes llegaron a más de tres. Tan sólo en el periodo 1988-2010 se promulgaron nuevas constituciones en América Latina en los siguientes ocho países: Brasil (1988), Colombia (1991), Paraguay (1992), Perú (1993), Ecuador (1998 y 2008), Venezuela (1999), Bolivia (2009) y República Dominicana (2010).


      Por lo que toca a las enmiendas, entre 1978 y 2009 hubo en los 18 países de América Latina estudiados por Nolte, 326 reformas. Salvo los casos de Brasil y México que tienen mayor número de reformas, la frecuencia en América Latina no es muy distinta a la de otros países, ya que de acuerdo con los estudios de Lorenz, antes mencionados, entre 1993 y 2002 en los 39 países estudiados se registraron 5.8 reformas por país, además de que Suiza, Finlandia y Polonia aprobaron nuevas constituciones en ese periodo. En contraste, en América Latina el promedio fue de 4.7 reformas por país en los mismos años.[19]


      Con respecto al contenido y orientación de las reformas, el nuevo constitucionalismo latinoamericano ha tenido por lo general varios elementos en común.[20] Prácticamente en todos los países que han hecho reformas o adoptado nuevas constituciones se han definido derechos individuales y sociales en campos como: los derechos humanos en general, el acceso a la información pública, la no discriminación de todo tipo, la definición del carácter pluriétnico de las naciones, la equidad de género, la salud, la regulación de la educación, la vivienda, el medio ambiente, el empleo, el deporte y la recreación, entre otros, y al mismo tiempo se ha dado una creciente apertura al derecho internacional con lo que se ha venido ampliando el sistema de fuentes, tradicionalmente muy apegado a las fuentes locales del derecho. En cuanto al diseño de instituciones, las reformas han abarcado cuestiones como la reforma de la justicia y el establecimiento de consejos supervisores de la judicatura para tratar de corregir el tradicional problema de falta de independencia de los jueces que en mayor o menor grado se presenta en muchos países de América Latina; la búsqueda de un nuevo equilibrio entre los poderes Legislativo y Ejecutivo en el cual, al mismo tiempo, se han aprobado reformas que lo acotan, otras que le otorgan mayores facultades legislativas; en general, hay una tendencia a incrementar las facultades de investigación del Congreso, así como a reformar el sistema de rendición de cuentas. En este tema, a pesar de las discusiones académicas en torno a las hipotéticas ventajas del parlamentarismo, los actores y fuerzas políticas se han mantenido apegados al presidencialismo. Por último, otros temas comunes que han abordado las reformas son, en cuanto a la participación directa: la constitucionalización de instrumentos como la iniciativa popular, el referéndum y el plebiscito; y en lo que toca a la democracia representativa: la adopción de distintas fórmulas electorales para mejorar la representación política de la población, así como el establecimiento a nivel constitucional de una organización electoral autónoma.[21]


      De manera particular, la adopción de nuevos derechos individuales y sociales ha sido muy comentada y caracterizada como un “derecho aspiracional” o “programático” que no es de cumplimiento inmediato y que potencialmente fortalece el poder de los jueces para intervenir en la definición de políticas públicas. Como bien lo señala Roberto Gargarella, se trata de cláusulas constitucionales “dormidas” que en determinadas condiciones pueden “despertar”.[22] Ello puede ocurrir por diversos motivos, sea por el surgimiento de mayores demandas sociales, la creciente internacionalización del derecho o la ampliación del acceso a los tribunales y una redefinición de los estándares jurídicos o, simplemente, debido al lento cambio, pero cambio al fin, de la mentalidad de los jueces.


      
II. BREVE PERSPECTIVA HISTÓRICA DEL REFORMISMO CONSTITUCIONAL EN MÉXICO (1917-1997)


      Con base en la preocupación política central de esta investigación —pluralismo y reformas constitucionales en México—, se propone una periodización del reformismo constitucional basada en el grado de pluralidad política del Congreso de 1917 a la fecha.[23]


      1917-1928: Faccionalismo sin disciplina parlamentaria


      Fue la época de la posrevolución inmediata, que se conoce también como el momento de la “reconstrucción nacional”, en la cual los grupos políticos en las cámaras fueron inestables e indisciplinados. Se trató de un periodo de 11 años que concluyó con la formación del Partido Nacional Revolucionario (PNR), inicialmente integrado como una confederación de partidos regionales, durante el cual gobernaron tres presidentes y hubo siete legislaturas que aprobaron siete decretos de reforma a la recién aprobada Constitución de 1917. Los temas abordados por las reformas fueron la centralización de la educación (1921); eliminación de la exclusividad del Ejecutivo para convocar a sesiones extraordinarias del Congreso (1923); posibilidad de reelección no inmediata del presidente (1927); intervención del Ejecutivo en el nombramiento de los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), así como la supresión del juicio político a los ministros y el establecimiento de la causal de “mala conducta” para la remoción de los mismos (1928); reducción del tamaño de la Cámara de Diputados y de las legislaturas de los estados (1928); desaparición de los municipios y de la elección de autoridades en el Distrito Federal y el establecimiento de un departamento administrativo, dependiente del Presidente de la República, para gobernar y administrar el Distrito Federal (1928).


      1928-1946: Surgimiento y consolidación del partido único y de la disciplina de los legisladores


      Fue el momento de concreción de las reformas agraria y laboral impulsadas por la Revolución mexicana. Ello se dio en una situación de crisis política, alta movilización social y en un contexto internacional marcado por los efectos de la crisis económica de 1929, el New Deal, la Segunda Guerra Mundial y el inicio de la segunda posguerra. El periodo terminó con la aprobación de una profunda reforma electoral que, sin tocar a la Constitución, estableció el sistema de registro de partidos nacionales, centralizó el proceso electoral, reconoció oficialmente a la oposición electoral y el partido del Estado se reformó de nuevo para dar paso al Partido Revolucionario Institucional (PRI). Abarcó 18 años en los que hubo cinco presidentes y siete legislaturas. En este periodo, se aprobaron 32 decretos de reforma constitucional que tocaron diversos temas. Se consolidó la no reelección absoluta del Presidente y de los gobernadores, y se estableció el sistema vigente de no reelección inmediata de legisladores y miembros de los ayuntamientos (1933). Se aprobaron ajustes orgánicos al Poder Judicial, primero con la eliminación de la inamovilidad de los ministros de la Suprema Corte y su nombramiento por un sexenio, y después con el restablecimiento de la inamovilidad, respectivamente, en 1934 y 1944. Se incrementaron, constitucionalmente, la intervención del gobierno en la economía y la centralización de facultades legislativas en diferentes materias: trabajo (1929), reforma agraria (1934), hidrocarburos (1933), textil (1933), energía eléctrica (1933), entre otras, así como de otras fuentes de recaudación fiscal, como la producción y consumo de tabaco y cerveza.


      1946-1963: La época del partido hegemónico


      Se trata de la época clásica del sistema político posrevolucionario en la que se consolidó y profundizó la intervención del gobierno en la economía, mientras que en lo político coexistieron la represión y un pluralismo limitado y, al final del periodo, se fortalecieron los derechos laborales para dar respuesta a los conflictos sindicales de 1958-1959 y contrarrestar la potencial influencia de la Revolución cubana. También abarcó un lapso de 18 años, tres sexenios presidenciales y seis legislaturas en las cuales fueron aprobados 22 decretos de reforma a la Constitución. Entre los principales temas de reforma destacaron: el restablecimiento del amparo en materia agraria para proteger a la propiedad privada frente a la demanda de reparto de tierra (1947) y el otorgamiento de facultades constitucionales al Ejecutivo para establecer aranceles al comercio exterior (1951), el cual fue piedra angular del proteccionismo en el que se sustentó el “crecimiento económico hacia adentro”. También se aprobaron nuevos ajustes orgánicos al Poder Judicial para abatir el rezago en la resolución de casos, dando a los tribunales colegiados competencias restringidas en materia de amparo (1951). Se reconoció el derecho al voto de las mujeres (1954), que fue la única reforma promulgada por el presidente Adolfo Ruiz Cortines (1952-1958). Posteriormente, se estableció en la Constitución la prohibición de los contratos de riesgo en la explotación de hidrocarburos (1959); se nacionalizó el servicio público de energía eléctrica (1961) y, en materia laboral, se incorporaron a la Constitución el reparto de utilidades y la reinstalación obligatoria de los trabajadores despedidos injustificadamente (1962). Por último, se realizó la reforma político-electoral que abrió el camino a un primer sistema electoral de representación proporcional, conocido como los “diputados de partido”, con lo que se incorporó por primera vez el concepto de partidos políticos a la Constitución (1963).


      1964-1978: Partido dominante y pluralismo moderado


      Se trata de lo que podría llamarse la posrevolución tardía, pues se mantuvieron la retórica y la orientación de la economía del “nacionalismo revolucionario”, se ampliaron los derechos laborales y, ante el agotamiento del régimen electoral, se impulsó al final del periodo una reforma política más incluyente que a la postre abriría el ciclo de reformas electorales incrementales. Abarcó 15 años y comprendió tres presidentes y cinco legislaturas. Fueron promulgados 29 decretos de reforma constitucional y los principales temas de reforma fueron el derecho al voto a los 18 años; el derecho constitucional de los trabajadores a la vivienda (1972), que dio pie a la formación del Instituto de Fomento a la Vivienda para los Trabajadores (Infonavit); dos reformas políticas, una menor (1973) que simplemente redujo el umbral de votación para distribuir los “diputados de partido” y otra mayor (1977) para responder al agotamiento del régimen electoral, con la que se aumentó el tamaño de la Cámara de Diputados de aproximadamente 280 a 400 miembros, se estableció el sistema electoral mixto con dominante mayoritario con 300 diputados electos por mayoría y 100 por representación proporcional; y se flexibilizó el sistema de registro de partidos políticos; en cuanto al federalismo, se definieron constitucionalmente facultades compartidas entre la Federación, los estados y municipios en materia de asentamientos urbanos (1975), con lo que se iniciaron tendencias descentralizadoras; y con respecto a las relaciones Ejecutivo-Legislativo, se reformó la Constitución para modernizar a la administración pública federal y establecer las bases fundamentales del sistema actual de discusión y aprobación del presupuesto, la deuda y la cuenta pública (1977).


      1979-1997: Del partido dominante al mayoritario


      Fue un periodo marcado por las crisis económicas, el cambio de modelo económico y las recurrentes crisis de legitimidad del sistema político que alimentaron sendas reformas político-electorales en 1986-1987, 1989-1990, 1993-1994 y 1996, a partir de las cuales se llegó finalmente a un sistema electoral competitivo pactado en condiciones de igualdad entre las principales fuerzas políticas. Este periodo comprendió 18 años en los que gobernaron cuatro presidentes y hubo seis legislaturas, las cuales aprobaron 48 decretos de reforma constitucional. Los principales temas de reforma giraron en torno a la participación del gobierno en la economía, la cuestión electoral y la reafirmación de la tendencia descentralizadora en materia de federalismo. Se inició con la nacionalización de la banca al final del gobierno de José López Portillo (1982) e, inmediatamente después, al iniciarse el gobierno de Miguel de la Madrid; la redefinición constitucional de la intervención del gobierno en la economía, estableciendo el sistema de planeación democrática, la rectoría del Estado en algunas áreas y la exclusividad de la participación estatal en materia de energía (1983). Continuaron las tendencias descentralizadoras, expresadas en las reformas municipales (1983), de equilibrio ecológico (1987) y de salud y educación en 1992. Tuvieron lugar las llamadas reformas modernizadoras de Carlos Salinas que a nivel constitucional abarcaron, en la legislatura de 1988-1991, la autonomía del Banco de México y la reprivatización de la banca; y en la de 1991-1994, la reforma al artículo 27 constitucional en materia agraria para dar por terminado el reparto y tratar de liberalizar el mercado de tierras, así como la redefinición constitucional de las relaciones del Estado con las Iglesias. En lo político, se abrió paso al establecimiento del gobierno propio y representativo del Distrito Federal por medio de las reformas constitucionales sucesivas realizadas en 1987, 1993 y 1996; y se aprobaron las reformas electorales mencionadas anteriormente. Durante esta etapa, tuvieron lugar dos reformas a la Constitución para fortalecer al Poder Judicial: una en 1987 que le dio autonomía presupuestal y administrativa a la Suprema Corte y otra de mayor trascendencia en 1994, que amplió el poder de revisión constitucional de la Corte y dio inicio a una nueva época del Poder Judicial. Cabe señalar que estas dos reformas en buena medida obedecieron a la demanda de fortalecer a la Constitución y al Poder Judicial ante una realidad marcada por un pluralismo político creciente y una economía abierta.


      
III. LA ERA DE LOS GOBIERNOS SIN MAYORÍA (1997-2012)


      En esta sección, se presenta evidencia empírica que permite cuestionar la tesis de que el ímpetu reformista llegó a su fin como consecuencia de los gobiernos sin mayoría; se documentan la evolución, ritmo y contenido del reformismo en los 15 años de gobiernos sin mayoría en México y se explica el cambio en la lógica del reformismo constitucional.


      Para ello, se llevó a cabo una investigación exhaustiva de los decretos de reforma constitucional que han sido aprobados en los últimos 15 años (cinco legislaturas) y se elaboró una base de datos que incluye el número de iniciativas de reforma que se convirtieron en decretos constitucionales, así como los artículos enmendados, las materias que abordan y sus contenidos, las coaliciones que se formaron para ser aprobados y el tiempo requerido para su aprobación. A manera de conclusión, se presenta una reflexión sobre las causas que explican los cambios y continuidades en el reformismo constitucional.


      En la medida en que lo permitió la información disponible, se realizó una comparación con los 15 años o cinco legislaturas anteriores (1982-1997) cuando ya se registraba pluralidad en el Congreso —particularmente en la Cámara de Diputados—, pero todavía prevalecía la mayoría absoluta para el partido del Presidente.[24]


      Gráfica 1. Porcentaje de asientos en la Cámara de Diputados, LII-LVI Legislaturas
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      Fuente: Elaboración propia a partir de información de la Cámara de Diputados y Cámara de Senadores.


       


      Gráfica 2. Porcentaje de asientos en la Cámara de Diputados, LVII-LXI Legislaturas
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      Fuente: Elaboración propia a partir de información de la Cámara de Diputados y Cámara de Senadores.


       


      El análisis de los decretos constitucionales aprobados entre 1997 y 2012 permite extraer conclusiones en torno a diversos aspectos de la actividad legislativa y la relación entre los poderes en un contexto de gobiernos sin mayoría. Aspectos referidos al número y origen de las iniciativas presentadas, a los temas privilegiados por los legisladores, al comportamiento de cada uno de los grupos parlamentarios y a las coaliciones formadas para la aprobación de las reformas. En particular, el análisis de los decretos de reforma constitucional permite cuestionar las tesis de que el pluralismo ha sido responsable de una cierta parálisis legislativa y de que las iniciativas del Ejecutivo han enfrentado un bloqueo sistemático por parte de la oposición.


      3.1 Las iniciativas de reforma constitucional


      Conforme avanzó la pluralidad en el Congreso, se manifestaron dos fenómenos: por un lado, la presentación de iniciativas como acto de arranque del trabajo legislativo sufrió un proceso de crecimiento exponencial, y por el otro, la composición de los iniciadores cambió drásticamente.


      De 1982 a 1997 se presentaron en la Cámara de Diputados un total de 1,671 iniciativas de ley, esto es, un promedio de 111 por año. En contraste, entre 1997 y 2012 se presentaron 11,388,[25] un promedio de 759 al año. El crecimiento fue de 581 por ciento. En el Senado, la cifra de iniciativas presentadas fue de 4.350, un promedio de 290 por año.


      Para el periodo 1982-1997, no existe el desglose entre las iniciativas de ley ordinaria y las iniciativas de reforma constitucional, pero puede suponerse que fue un número mucho menor al que se registra en los 15 años de gobiernos sin mayoría: 2,470 iniciativas de reforma constitucional en la Cámara de Diputados y 933 en el Senado dan un total global de 3,403.


      Si bien resulta difícil encontrar una explicación para un número tan extraordinariamente elevado de iniciativas de reforma constitucional, puede plantearse que esto refleja una creencia en el sentido de que la Constitución es una opción de solución —una respuesta— a cualquier problema de la vida nacional.


      De las iniciativas de reforma constitucional presentadas en la Cámara de Diputados, 246 fueron aprobadas, 2,001 desechadas y 223 quedaron pendientes. En el Senado, se aprobaron 112, se desecharon 480 y quedaron pendientes 341.


      El resultado final en estos 15 años de trabajo legislativo fue de 69 decretos que agruparon 294 iniciativas de reforma constitucional provenientes de todos los partidos. Sólo en 15 de ellos (22 por ciento) aparece al menos una iniciativa del Ejecutivo.[26]


      La pluralidad también trajo cambios en lo que respecta al origen de las iniciativas. El número de iniciativas totales (constitucionales y ordinarias) presentadas por el Ejecutivo disminuyó sensiblemente tanto en números absolutos como relativos. Si entre 1982 y 1997 el Ejecutivo presentó 477 iniciativas (un promedio de 95 por legislatura), en el periodo de 1997 a 2012 presentó 316 (un promedio de 63 por legislatura).[27] En términos porcentuales, esta cifra representa tan sólo 2 por ciento de las iniciativas presentadas.


      Cuadro 1. Iniciativas de reforma constitucional en la Cámara de Diputados y de Senadores, 1997-2012
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      Fuente: Sistema de Información Legislativa (SIL) al 1° de noviembre de 2012, www.sil.gobernacion.gob.mx.


       


      Para este último periodo, del total de iniciativas presentadas, 3,403 (21.6 por ciento) fueron de reforma constitucional. De éstas, sólo 26 correspondieron al Ejecutivo. Este número equivale apenas a 0.8 por ciento del total de iniciativas de reforma constitucional presentadas en ambas cámaras.


      No se dispone del número de iniciativas de reforma constitucional iniciadas por el Ejecutivo y su estatus para las legislaturas anteriores,[28] pero para los presidentes cuyos partidos no han conseguido mayoría en el Congreso, y habida cuenta del tope de representación en la cámara baja (equivalente a 60 por ciento de los asientos), la tasa de aprobación de reformas constitucionales parece razonable: 46 por ciento.[29]


      Cuadro 2. Iniciativas de reforma constitucional presentadas por el Ejecutivo, 1997-2012
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      3.2 Aprobación de iniciativas y decretos de reforma constitucional


      Contrario a lo que se ha afirmado, el análisis de los datos muestra una clara tendencia al alza en el reformismo constitucional del Congreso mexicano. Tendencia que se acentúa a partir de los gobiernos sin mayoría.


      Durante los primeros 65 años de vigencia de la Constitución (1917-1982) se emitieron 98 decretos de reforma constitucional que equivalen a 48 por ciento del total de los decretos promulgados. En contraste, en los siguientes 30 años (1982-2012), cuando la pluralidad se instaló en el Congreso y los gobiernos sin mayoría aparecieron, se publicaron 108 decretos (52 por ciento del total).


      Más aún, mientras que de 1982 a 1997 el número de decretos de reforma constitucional fue de 39, éste aumentó a 69 entre 1997 y 2012. No obstante, el número de artículos reformados durante las últimas cinco legislaturas fue ligeramente menor al de los 15 años previos: 163 artículos reformados entre 1997 y 2012 contra 175 entre 1982 y 1997.


      Cuadro 3. Número de decretos de reforma constitucional y de artículos reformados, 1982-1997 vs. 1997-2012
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            	Decretos

            	Artículos
          


          
            	1982-1997

            	39

            	175
          


          
            	1997-2012

            	69

            	163
          

        


      


      Fuente: Elaboración propia a partir de la CPEUM, Segob, 2012 y el Sistema de Información Legislativa (SIL), www.sil.gobernacion.gob.mx.


       


      En todo caso, la Gráfica 3 muestra claramente que lejos de haber disminuido los decretos de reforma constitucional han aumentado conforme la pluralidad en el Congreso se ha acentuado.


      Gráfica 3. Decretos de reforma constitucional, 1920-2012


      [image: Image]


      Fuente: Elaboración propia a partir de la CPEUM, Segob, 2012 y el Sistema de Información Legislativa (SIL), www.sil.gobernacion.gob.mx.


       


      Gráfica 4. Decretos y reformas constitucionales, 1920-2012
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      Fuente: Elaboración propia a partir de la CPEUM, Segob, 2012 y el Sistema de Información Legislativa (SIL), www.sil.gobernacion.gob.mx.


       


      Si bien el análisis cuantitativo general desmiente la tesis de que el reformismo constitucional sufre una disminución a causa de la pluralidad en el Congreso, éste debe ser complementado con la investigación sobre la temática de las reformas y con un análisis cualitativo sobre su impacto potencial en los campos a los que se han dirigido.


      3.3 Materia de las reformas constitucionales


      Los 69 decretos de reforma constitucional aprobados de 1997 a 2012 se agrupan en seis categorías temáticas:


       


      • Derechos fundamentales.


      • Seguridad, procuración e impartición de justicia.


      • Equilibrio de poderes.


      • Federalismo.


      • Sistema electoral y de partidos.


      • Transparencia, responsabilidad y rendición de cuentas.


       


      El mayor número de decretos de reforma constitucional de este periodo se concentra en el rubro de los derechos fundamentales (26), seguido por el de federalismo (22) y el de seguridad, procuración e impartición de justicia (20). Siguen a éstos los referidos al equilibrio y división de poderes (18), sistema electoral y de partidos (8), y transparencia, responsabilidad y rendición de cuentas (7).


      Gráfica 5. Decretos constitucionales por categorías,[*] 1982-1997 vs. 1997-2012
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      Fuente: Elaboración propia a partir de la CPEUM.


      3.4 La formación de coaliciones para las reformas constitucionales


      Las reformas constitucionales requieren de una mayoría calificada de dos terceras partes en ambas cámaras, además de la mitad de los congresos locales.[30] Este requisito eleva el grado de dificultad para la formación de coaliciones al interior del Congreso. En todo caso, dado que por norma constitucional ningún partido puede tener por sí solo más de 60 por ciento de los asientos en la Cámara de Diputados, cualquier reforma constitucional requiere una coalición de al menos dos fracciones parlamentarias o de una y el número de legisladores individuales que permitan alcanzar la mayoría calificada.


      Las coaliciones dependen de dos factores fundamentales: la distribución del poder y la amplitud del espectro ideológico. A estos dos factores se agregan otros como la disciplina de las fracciones parlamentarias y, al interior de cada fracción, el dominio de las corrientes partidarias.


      La combinación de estos factores ha sido distinta en cada una de las cinco legislaturas de los gobiernos sin mayoría, dando como resultado distintas posibilidades de formación de coaliciones y distintas capacidades de los partidos para vetar las reformas constitucionales.


      Los gobiernos sin mayoría no constituyen una categoría que se pueda tratar de manera general. El Cuadro 4 muestra la distribución del poder para cada legislatura desde 1997 y revela las profundas diferencias entre un gobierno sin mayoría y otro, en particular, la posición relativa del partido del Presidente en el Congreso vis a vis las fuerzas políticas de oposición.


      Mientras que en el periodo 1997-2000, el partido del Presidente sin tener la mayoría era la minoría más grande en la Cámara de Diputados y la mayoría absoluta en la de Senadores, en el periodo 2000-2003, el partido del Presidente no logró ser la primera minoría en ninguna de las dos cámaras. En el primer trienio de Felipe Calderón (2006-2009), el partido del Presidente (PAN) obtuvo la primera minoría en ambas cámaras, pero la perdió en la Cámara de Diputados en su segunda legislatura (2009-2012).


      Cuadro 4. Gobiernos sin mayoría: porcentaje de asientos para el partido del Presidente, LVII-LXI Legislaturas
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      Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la Cámara de Diputados y Cámara de Senadores, 1997-2012.


       


      Esto significó que el PRI mantuvo, durante el mandato de Ernesto Zedillo, el poder de veto ante cualquier intento de reforma constitucional planteada por la oposición. Poder con el que no contó Vicente Fox en toda su administración, pero que recobró Calderón en la Cámara de Senadores para todo su sexenio.


      A estas diferencias en la composición del Congreso que distinguen a los gobiernos sin mayoría habría que añadir la distribución del poder político a nivel de las entidades federativas y de los congresos locales, dado que las reformas constitucionales deben ser aprobadas por al menos la mitad de las entidades federativas. A diferencia de lo que ocurría en el último trienio de la administración del presidente Zedillo (PRI), durante los gobiernos de Vicente Fox y Felipe Calderón (PAN) la mayoría de las gubernaturas (entre 17 y 20 según el momento) y de los congresos locales (alrededor de 60 por ciento) estaban en manos de la oposición.


      En los Anexos 1 y 2 se presentan la distribución del poder y las coaliciones ganadoras posibles para las reformas constitucionales. La concreción de cada una de ellas arroja resultados interesantes que refutan muchas de las tesis sobre la parálisis en los gobiernos divididos. En particular, la imposibilidad de que los partidos lleguen a acuerdos en el Congreso y que existe un bloqueo sistemático de la oposición a las iniciativas del Ejecutivo. Los datos recabados no confirman estas hipótesis.


      Después de hacer una investigación sobre las 132 votaciones (incluyendo los votos en lo particular sobre artículos reservados) contenidas en los 69 decretos de reforma constitucional se llega a las siguientes conclusiones:


       


      • Primero, la coalición más frecuente en las votaciones para las reformas constitucionales es la que incluye a los tres partidos grandes (PRI-PAN-PRD). Éstos participaron en 83 por ciento de las coaliciones.


      • Las coaliciones amplias no son positivas ni negativas en sí mismas. En algunos casos como en el derecho a la alimentación o la inclusión de la iniciativa ciudadana, revela un consenso generalizado sobre un derecho o una política pública. En otros, la conducta de intentar coaliciones más amplias termina por desfigurar el propósito inicial de las iniciativas. Muestra también una concepción —errónea y nociva— de que mientras más amplia sea la coalición más legitimidad tiene la reforma.


      • Segundo, el PRI ha participado en todas las coaliciones ganadoras formadas para las reformas constitucionales. Este hecho se explica en primer lugar por la posición privilegiada que ha tenido en la distribución de asientos en el Congreso. El PRI en la LVII Legislatura (1997-2000) mantuvo la mayoría en el Senado y la primera minoría en la Cámara de Diputados. Desde entonces ningún partido ha tenido mayoría en ninguna de las dos cámaras, pero el PRI —salvo en la LX Legislatura— ha sido siempre la primera minoría en la Cámara de Diputados y en dos ocasiones la primera minoría en el Senado. En estas condiciones, la fracción parlamentaria del PRI ha sido —salvo en la LX Legislatura, de nuevo—, indispensable para sacar adelante la mayoría de dos terceras partes necesaria para una reforma constitucional.


      • Tercero, la coalición PRI-PAN ocupa el segundo lugar, siendo el PRD el partido que con mayor frecuencia se excluye de las coaliciones ganadoras. En 15.8 por ciento de las coaliciones ganadoras, el PRD votó en contra de la aprobación de la iniciativa de reforma constitucional. Además de la distribución del poder en las cámaras, este hecho se explica por la mayor cercanía ideológica entre PRI y PAN.


      • Cuarto, los partidos pequeños que a lo más han llegado a sumar 10 por ciento de la representación en las cámaras, no han sido determinantes para la aprobación o rechazo de las reformas constitucionales.[31]


      Gráfica 6. Participación de los partidos en coaliciones ganadoras, Cámara de Diputados, 1997-2012[*]
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      Fuente: Elaboración propia a partir de véase Casar (2008) y www.diputados.gob.mx y www.senado.gob.mx


       


      • Quinto, el mismo patrón de comportamiento se repite en las iniciativas de reforma constitucional enviadas al Congreso por el Poder Ejecutivo. Una vez más, la coalición más frecuente es la de todos los partidos, seguida por la de PRI-PAN, mientras que el PRD es el que mayor número de veces se excluye de las coaliciones ganadoras. No se comprueba entonces la hipótesis de que la oposición ha bloqueado de manera sistemática al Presidente de la República.


      • Sexto, la mayoría de las reformas constitucionales se han aprobado por más de los dos tercios necesarios para hacerlo. Utilizando el índice de votación mínima requerida para la aprobación (Index of Minimaless), puede concluirse que, con diferencias por materia o categoría, las reformas constitucionales se acercan más a la coalición de todos los miembros presentes que a coaliciones mínimas.[32]


      Cuadro 5. índice de votación mínima por categoría, 1997-2012


      [image: Image]


      Fuente: Elaboración propia a partir de Dolores Bernal, “El gobierno dividido en México. Coaliciones ganadoras en la Cámara de Diputados”, tesis de Licenciatura, Instituto Tecnológico Autónomo de México, 2009 y www.diputados.gob.mx.


       


      Tal y como se desprende del Cuadro 5, las iniciativas de reforma en el rubro de derechos fundamentales son las que presentan coaliciones más amplias. La explicación a ello se encuentra en que por ser de beneficio general son reformas que —por lo general— presentan dividendos políticos para los participantes en las coaliciones ganadoras. De hecho, puede afirmarse que los legisladores que las aprueban muchas veces incurren en irresponsabilidad dado que no se prevén los recursos necesarios (materiales, jurídicos y de capacidades administrativas) para que las reformas tengan los efectos que se señalan en las exposiciones de motivos. En este tipo de reformas suele haber mucha retórica y poca efectividad.


      3.5 Periodos y tiempos de aprobación


      Otro hallazgo interesante es que salvo para el sexenio de Calderón, en todos los demás, las segundas legislaturas de cada sexenio son las que registran una mayor aprobación de decretos de reforma constitucional a pesar de que en la totalidad de los casos el partido del Presidente perdió posiciones legislativas en las elecciones intermedias para la Cámara de Diputados.


      Gráfica 7. Decretos de reforma constitucional, 1982-2012
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      Fuente: Elaboración propia a partir de la CPEUM.


       


      Por falta de datos en materia de tiempos de aprobación, no puede presentarse una comparación del promedio de días que tardaba una iniciativa en ser procesada en los años previos a los gobiernos sin mayoría. Lo que sí encontramos para el periodo 1997-2012 es que el tiempo de procesamiento de las iniciativas de reforma constitucional no fue excesivo. Existen distintas formas para contar el tiempo que lleva procesar una reforma: a partir de que se presentó la primera iniciativa incluida en el dictamen, desde el momento en que se presentó la última y tomando como punto de inicio el momento en que se elaboró el dictamen por la (s) comisión (es) de turno. Los hallazgos utilizando estos diferentes criterios se expresan en la Gráfica 8.


      Gráfica 8. Tiempo de dictaminación de los decretos constitucionales, 1997-2012


      (En días)


       


      [image: Image]


      Fuente: Elaboración propia a partir de www.diputados.gob.mx y www.senado.gob.mx.


      IV. MÁS ALLÁ DE LOS NÚMEROS


      El análisis cuantitativo no deja lugar a dudas. No puede hablarse de parálisis en el Congreso mexicano, de falta de acuerdos o de una disminución en el ritmo del reformismo constitucional. Como ha quedado demostrado, el número y la frecuencia de reformas a la Constitución aumentaron notablemente en el periodo de los gobiernos sin mayoría. Sin embargo, el número de reformas constituye un indicador limitado. Es necesario ir más allá de los números y analizar cuestiones como: los temas que han sido privilegiados, la lógica política a la que han obedecido las distintas reformas y la profundidad, relevancia e impacto de los cambios aprobados.


      En lo que se refiere a la temática de las reformas, las explicaciones son de diversa naturaleza. El incremento y la concentración en el tema de los derechos fundamentales y de la transparencia y rendición de cuentas reflejan la adopción de una tendencia global en el constitucionalismo democrático y obedecen al activismo de los organismos internacionales y de las organizaciones sociales nacionales en favor de la aceptación de un conjunto de derechos humanos. En el caso de las reformas a los poderes, la explicación se inclina más hacia el cambio en la correlación de fuerzas en el Congreso y al rezago de la Constitución mexicana una vez que desapareció el partido hegemónico y después el dominante. Otros cambios obedecen a las demandas de una sociedad cada vez más exigente (por ejemplo, los que amplían los cauces de participación ciudadana o los que sientan las bases de un nuevo sistema de rendición de cuentas). Finalmente, el gran número de reformas en materia de seguridad y justicia han sido producto, por una parte, del déficit en el acceso a la justicia y de la necesidad de asentar en el marco jurídico facultades que se juzgan indispensables para enfrentar nuevos fenómenos como el del crimen organizado y el incremento en la inseguridad.


      Con respecto a la lógica general de las reformas, lo primero que hay que asentar es que en las democracias constitucionales las reformas a la Constitución obedecen a la necesidad o el propósito de los actores políticos de adecuarse al entorno, sea para enfrentar problemas específicos, atender demandas sociales, reconocer nuevos derechos, reorganizar las instituciones o fijar nuevas metas. Al mismo tiempo, son el medio por el cual se hace posible un proceso de renegociación entre las principales fuerzas y actores políticos, y con el que se refrenda de manera dinámica el compromiso con el régimen constitucional.


      Bajo esta perspectiva, la lógica política a la que han obedecido las reformas impulsadas y aprobadas en cada una de las categorías analizadas en esta etapa de gobierno dividido, ha sido, a grandes rasgos, la siguiente:


      Derechos fundamentales


      Actualización de instituciones e incorporación de nuevos derechos individuales y sociales, en sintonía con las reformas que en otros países han acompañado a la llamada “tercera ola” de la democracia desde fines de la década de los años ochenta del siglo pasado. Cuestiones como la definición de reglas para que el amparo contra leyes o actos de autoridad tenga efectos generales, las acciones colectivas o el reconocimiento del interés legítimo o difuso, fueron problemas largamente pospuestos cuya resolución significa la actualización de una institución que se había conservado en los límites con los que se consolidó en la segunda mitad del siglo XIX. La incorporación plena de los tratados internacionales sobre derechos humanos a la Constitución era también una demanda que tenía un peso creciente en los ámbitos interno e internacional. Por lo que toca al reconocimiento de derechos y la definición de mayores posibilidades de garantizarlos jurídicamente, tales como la ampliación de los años obligatorios de escolaridad, la salud, la alimentación o el acceso a la información, son cuestiones que obedecen también a tendencias internacionales y demandas internas, que el pluralismo político actual ha hecho posible instituir, al menos, a nivel del texto constitucional. Sin embargo, en estos últimos casos, es claro que la mera inclusión en la Constitución no garantiza su cumplimiento ni la construcción de capacidades para hacerlos valer. En este sentido, hay que señalar que aun cuando hay condiciones cada vez más propicias para que estos derechos se puedan reclamar ante la justicia, también se ha incrementado la tensión entre una constitución normativa y una constitución aspiracional.


      Impartición y procuración de justicia


      En las reformas al sistema de impartición y procuración de justicia se reconoce una doble lógica. Por una parte, intentar responder a los rezagos en materia de acceso a la justicia y a una crisis muy grave de la justicia penal. Por la otra, a enfrentar la expansión del crimen organizado y los problemas de seguridad pública que ella ha acarreado y para la cual el andamiaje jurídico resulta insuficiente. Así, a la vez que se hicieron explícitas cuestiones como la presunción de inocencia o el debido proceso, se otorgaron mayores facultades a la autoridad como la extinción de dominio o el arraigo.


      Sistema electoral y de partidos


      Los tres pilares del pacto político entre las principales fuerzas políticas que abrió finalmente el camino a la democracia electoral efectiva en México no fueron esencialmente reformados en la época del gobierno dividido que siguió a la reforma de 1996: el grado de representatividad que se pactó con la instauración de un sistema de representación mixto (60 por ciento mayoría relativa/40 por ciento de representación proporcional) junto con la sobrerrepresentación máxima de 8 por ciento; la jurisdiccionalidad de los actos y leyes electorales; y la equidad del financiamiento y acceso a los medios masivos de comunicación. Así, las reformas constitucionales en esta materia, obedecieron a: i) el cuestionamiento por parte de los partidos de izquierda al proceso electoral de 2006; ii) la solución de problemas específicos y lagunas que fueron detectándose en el desarrollo de los procesos electorales federales realizados después del año 2000; la percepción de una influencia desmedida en las elecciones por parte de las radiodifusoras. La excepción fue la reforma política aprobada en 2012 que, en materia electoral, abarcó el derecho de los ciudadanos a impulsar candidaturas independientes, con lo que potencialmente se rompe el monopolio del acceso de los partidos políticos con registro a los cargos de elección popular, así como la incorporación de instrumentos de democracia participativa como la iniciativa popular y el referéndum. Es importante mencionar que a pesar del debate recurrente a lo largo de todo el periodo 1997-2000 sobre la reforma constitucional para permitir la reelección inmediata de legisladores y miembros de los ayuntamientos, ésta no logró prosperar.


      Equilibrio de poderes


      En este tema destaca el apego a los cánones esenciales del sistema presidencial de división de poderes y pesos y contrapesos. Esto no se debió a la falta de propuestas para modificar sustancialmente este equilibrio, sino a la confusión que prevaleció entre las fuerzas políticas y, sobre todo, a la falta de acuerdos sobre la dirección del cambio. Mientras algunos grupos parlamentarios buscaban el fortalecimiento del Congreso mediante la ampliación de sus facultades, otros proponían el fortalecimiento del Ejecutivo como el camino adecuado. La estabilidad también prevaleció en relación con la Suprema Corte de Justicia, pues tampoco fue clara la conveniencia de la idea de convertirla en Tribunal Constitucional acompañado de una Corte de Casación.


      No obstante, sí se registraron algunos cambios relevantes como la creación de la Auditoría Superior de la Federación, la ampliación del tiempo para la discusión del paquete presupuestal y del procedimiento de revisión de la Cuenta Pública, la eliminación del “mal” llamado veto de bolsillo, la iniciativa preferente para el Poder Ejecutivo, la ratificación de los integrantes de los órganos reguladores o el fortalecimiento de la Suprema Corte de Justicia en el Consejo de la Judicatura.


      Federalismo


      La distribución de competencias entre las entidades federativas y la Federación establecida en la Constitución ha sido objeto de una renegociación casi permanente entre las fuerzas políticas. En general, ha obedecido a acuerdos políticos ad hoc para responder a problemas o propósitos de orden político, económico o de redefinición de políticas públicas diversas. Destaca el hecho de que la redistribución/redefinición de competencias no ha tenido un sentido unívoco, como podría ser devolver atribuciones constitucionales a los estados o establecerlas para la Federación, sino que ha sido multidireccional y ha carecido de una concepción integral. La tradicional concepción del federalismo mexicano como un federalismo dual en el que lo que no está expresamente atribuido a la Federación corresponde a los estados, se ha vuelto más complejo en estos años y las reformas constitucionales han generado un federalismo en el que coexisten funciones concurrentes, compartidas y coordinadas, así como criterios rectores y prescripciones a la capacidad legislativa de los estados o del Distrito Federal de diferente orden.


      A pesar de que este rubro ocupa el segundo lugar en número de decretos de reforma constitucional en los 15 años de gobiernos divididos, la conclusión es que lejos de resolver los problemas de coordinación y cooperación que afectan al federalismo mexicano, en realidad, lo han complicado.


      Transparencia y rendición de cuentas


      Las reformas constitucionales en materia de rendición de cuentas han tocado temas esenciales como la fiscalización de los recursos públicos, la contabilidad gubernamental, la evaluación de las políticas públicas y el derecho de los ciudadanos de acceder a la información pública. Estas reformas han obedecido tanto a las tendencias globales reflejadas en los derechos internacionales como a los cambios en la distribución del poder político que han resultado en una demanda de mayor vigilancia entre los poderes y, desde luego, a la presión ejercida por las organismos de una sociedad civil que ha ampliado su participación y nivel de exigencia sobre las autoridades. El gran faltante en esta materia ha sido sin duda la ausencia de reformas que hagan efectiva, a partir de la transparencia y la información, la rendición de cuentas y el fincamiento de responsabilidades.


      Finalmente, en lo que respecta a la relevancia de las reformas y frente a quienes afirman que en estos años de gobiernos sin mayoría los cambios han sido intrascendentes, es necesario dejar en claro que hubo algunos de gran magnitud por sus consecuencias sobre el sistema político y sus vínculos con la sociedad. Particularmente, en materia de derechos fundamentales no pueden menospreciarse cuestiones como: la incorporación de los tratados internacionales de derechos humanos a la Constitución, el establecimiento en el art. 1° de la obligación de toda autoridad de “promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad”, y la consolidación del derecho de acceso a la información pública; en materia de impartición de justicia, la reforma integral al sistema penal o a la ampliación del amparo a acciones colectivas y a la posibilidad de defender el interés legítimo. En materia orgánica tampoco pueden menospreciarse cuestiones como la creación de la Auditoria Superior de la Federación, las nuevas reglas constitucionales para la discusión y aprobación de la Ley de Ingresos y del Presupuesto de la Federación o el derecho de iniciativa legislativa preferente otorgado al Ejecutivo.


      Todos estos temas estuvieron en la discusión pública durante muchos años y fueron largamente debatidos, pero su transformación en nuevas normas constitucionales fue posible en las circunstancias políticas posteriores a 1997, caracterizadas precisamente por el pluralismo y la presencia de gobiernos sin mayoría en los que ningún partido político podía imponer su agenda. Los capítulos siguientes ofrecen un análisis detallado sobre la profundidad y el impacto de cada decreto constitucional aprobado.


      V. REFLEXIONES FINALES


      Los hallazgos como resultado de la revisión exhaustiva de los decretos constitucionales lo único que quieren decir es que no ha habido parálisis en el Congreso, que el reformismo constitucional se ha acelerado, que la ausencia de una mayoría para el partido del Presidente no ha sido obstáculo para la formación de coaliciones, que las coaliciones suelen ser más amplias que las requeridas por ley y que hay una mayor coincidencia entre el PRI y el PAN. Nada más pero nada menos.


      Dicho esto hay que tener cuidado con el reformismo. El número de reformas no es positivo o negativo en sí mismo. Lo que se requiere es una explicación de por qué la clase política mexicana ha recurrido de manera tan frecuente a la modificación de la Constitución y un planteamiento sobre el potencial transformador de las enmiendas para el funcionamiento de las instituciones y de la sociedad.


      Una conclusión obligada sería la de que dada la acusada y creciente tendencia a modificar la Constitución, la clase política mexicana tiene una fe enorme en la capacidad para transformar la realidad y que, en ese sentido, los reformadores están movidos por una suerte de “fetichismo constitucional”. Un fetiche es un objeto de culto al cual se le atribuyen poderes mágicos o sobrenaturales y el fetichismo es la cualidad de un objeto para ostentar un poder que no le pertenece por naturaleza.


      En México ha sido una tradición atribuir a la Constitución y a sus reformas este poder transformador. Es indudable que la Constitución está llena de buenas ideas y mejores propósitos, pero su transformación en los objetivos que persigue es muy deficiente. Bien pensado, habría mucho más camino por recorrer en materia de ejecución y concreción de las reformas que en continuar en el camino del cambio permanente a la Constitución.


      No suele repararse en que el carácter de “constitucional” de una reforma no implica relevancia ni conlleva necesariamente potencial transformador y que las reformas a la legislación ordinaria o incluso los actos de gobierno pueden ser de mayor trascendencia que los decretos de reforma constitucional; por ejemplo, el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) que modificó la economía, o en el ámbito del Congreso, el establecimiento del Ramo 33 del Presupuesto de Egresos de la Federación que ha significado una descentralización sin precedentes del ejercicio del gasto público en el federalismo mexicano o, por lo que respecta a la interpretación de la Constitución, el reconocimiento de la facultad del Presidente de hacer observaciones al presupuesto aprobado por la Cámara de Diputados, que echó por tierra las interpretaciones académicas prevalecientes y dio viabilidad al presidencialismo.


      Tampoco parece repararse en el hecho de que hay muchas maneras de hacer nugatorias las reformas constitucionales, dos de ellas muy socorridas en el caso de México. La primera es no emitir las leyes reglamentarias de algunas reformas. Los 69 decretos de reforma constitucional emitidos en los últimos 15 años hubiesen requerido la modificación o expedición de cerca de 30 leyes secundarias. Sin embargo, de ellas sólo siete fueron expedidas en los tiempos estipulados por los transitorios.[33] Dicho de otra manera, los legisladores incumplen con las obligaciones que ellos mismos se imponen impidiendo así la puesta en marcha de las reformas o disminuyendo su eficacia. Otra vez, esta conducta no es privativa de los gobiernos sin mayoría. Para muestra un botón. En 1990 se modificó el art. 36 de la Constitución para establecer el Registro Nacional Ciudadano. Un transitorio estipuló que mientras éste se creaba, los ciudadanos debíamos inscribirnos en los padrones electorales. Después de 22 años seguimos rigiéndonos por ese transitorio.


      La segunda es “matar” las reformas por la vía de los hechos, pues no se proveen los recursos institucionales, materiales y humanos para hacerlas valer. Es fácil otorgar a las policías facultades de investigación, pero difícil y costoso prepararlas para esa tarea. No hay dificultad en incorporar a los derechos fundamentales el derecho a la alimentación, pero es complicado erradicar la pobreza alimentaria. Es sencillo establecer que la justicia será expedita, pero complejo hacer practicable este principio.


      Finalmente, en México se tiende a confundir una “buena” constitución con un buen gobierno y a pensar que una “buena” constitución es condición de la posibilidad de un gobierno eficaz. Lo que no es así. Las buenas normas pueden amparar las acciones de un gobierno, pero no mucho más. Hemos tenido mejores o peores gobiernos independientemente de la Constitución reformada bajo la cual han operado. Lo cierto es que la mayoría de los problemas de una sociedad se pueden enfrentar sin modificar sus constituciones.


      Si las reformas no han resultado ser mecanismos eficaces para hacer realidad los derechos, para limitar a la autoridad y para impulsar políticas públicas que conduzcan al crecimiento, la justicia y el bienestar, ¿por qué entonces tanto empeño en reformar la Constitución? No hay una respuesta clara. Una de ellas, la más favorecida, es que al dar rango constitucional a una norma se asegura su inamovilidad. El argumento no tiene asidero si pensamos que los artículos de la Constitución han sido modificados 555 veces. La supuesta rigidez de nuestra Constitución —dos tercios de los legisladores presentes en ambas cámaras y la mayoría de las legislaturas de los estados— no ha sido impedimento para su constante modificación. Por ejemplo, sólo el art. 73 —en el que se establecen las facultades legislativas del Congreso y por ende la distribución vertical de competencias entre la Federación y las entidades federativas— ha sufrido 61 reformas o adiciones.


      Otra explicación es que por medio del reformismo los legisladores justifican su trabajo y se comunica la idea de un Congreso eficaz. Una más es que “la enorme inversión de energía social y de acuerdos políticos para hacer posible reformas se explica por una sentida aspiración social que desea, casi con desesperación, encontrar solución a los problemas que aquejan su cotidianidad y busca un modo de vida mejor” (José Roldán). Finalmente, habría que considerar seriamente la idea de que las reformas constitucionales son muy abundantes porque el costo de aprobarlas es muy bajo y porque los propios legisladores no se hacen cargo ni de sus implicaciones ni de su viabilidad. A los legisladores les agrada la idea de venderse como progresistas y abanderados de las mejores causas aunque sepan que buena parte de las reformas serán irrealizables. Hay una dosis de irresponsabilidad en esta conducta de constituir el mundo normativamente sin hacerse cargo de la realidad. Esta irresponsabilidad se agrava gracias al principio de la no reelección consecutiva de los legisladores, ya que hace imposible hacerlos políticamente responsables de los cambios constitucionales aprobados.


      Aunque estas reflexiones aplican lo mismo para los gobiernos unificados como para los gobiernos sin mayoría, vale la pena terminar planteando que las bondades del reformismo constitucional deben ser examinadas a la luz de las siguientes conclusiones: Primero, el carácter “constitucional” de una reforma no implica relevancia ni conlleva necesariamente potencial transformador. Segundo, las reformas a la legislación ordinaria pueden ser de mayor trascendencia que los decretos de reforma constitucional. Tercero, un buen número de reformas prometen ser letra muerta hasta en tanto no se provean los recursos institucionales, materiales y humanos para hacerlas valer. Cuarto, existe un conjunto de reformas constitucionales que no pueden surtir efecto ni ser evaluadas hasta que sus leyes reglamentarias sean expedidas y sus contenidos puestos en operación. En suma, las reformas deben ser juzgadas no por su número sino por los objetivos que persiguen, por su capacidad para transformar la realidad y por su vigencia en los hechos.
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